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todos podrían así reivindicar una instrucción impartida en cualquier
lengua, en cualquiera de los territorios de '1os Partes Contratantes»
(STEDH de 23 de julio de 1968. Caso relativo a ciertos aspectos <lel
régimen lingüístico en Bélgica).

El derecho de los padres a elegir para sus hijos centros en los que la
educación obligatoria, Como es el caso en el presente recurso, se imparta
en una lengua que no es la oficial del Estado, sin() cooficiáJ en la
Comunidad Autónoma de la que forman parte, sólo existe en consecuen­
cia en la medida en que haya sido otorgadó por la Ley.

Como derecho de creación legal, el derecho a la elección de Centros
por razón de lengua tiene, como ~n general el derecho a la educación,
dos dimensiones distintas y señaladas en nue~tra Sentencia de 10 de
julio de 1985 (STC 86/1985, fundamento jurídico 3.°), una dimensión
de libertad y una dimensión prestacional. No es' la primera de ellas la
que el recurrente pone en cuestión, pues ningún obstáculo ha encantado
a su voluntad de que su hijo reciba en valenciano las enseñanzas
correspondientes a la -Educación General Básica, sino la dimensión
prestacional de tal derecho, por entender que la prestación educativa, la
oferta educativa'que hace la Generalidad Valenciana a los alumnos que
optan pro la enseñanza en valenciano es más restrin¡ida que la que se
ofrece .a quienes sigan la suya en la lengua oficial del Estado.

Como, con lo dicho, se ha evidenciado que no ha existido lesión
alguna del derecho a la educación garantizado por el arto 27 C.E., por la
muy simple razón de que ese derecho no incluye, como contenido
necesario, el de opción lingüística como el recun-ente pretende, resta sólo
por analizar el fundamento de su queja en la pretendida vulneración del
principio de igualdad, que resultá de esa más restringida oferta educativa
a que acabamos de referimos.

4. Como ya indicamos en nuestra $entencia antes citada (STC
86/1985, fundamento juridioo 4:°) dada la limitación de recursos, los
.asignados al manteflimiento de. Centros docentes. «no nao de acudir,
incondicionalmente, allá adonde vayan las preferenci~sindividuales».

Es el conjunto de las necesidades existeptes las que la Administración
educativa habrá de tener en consideración y en consecuencia, inevitable­
mente, la ubicación de los Centros docentes resultará siempre más
cómoda y conveniente para unas familias que para otras, aquellas
justamente en favor de las cuales jueguen los criterios objetivos
establecidos por el Real Decreto 2375/1985. .

La discriminación de la que el recurrente se cree objeto se origina
precisamente en el hecho de que, a su juicio, él resulta más desfavore­

.cido que cualquier otro padre que haya optado para sus hijos por la
enseñanza en castellano. Es posible que ello sea así, aunque tampoco
esta afirmación podría sostenerse sin hacer un estudio pormenorizado
de la situación existente en el resto del territorio nacional, pero aunque
lo sea no se sigue de ello, en modo alguno, una violación del principio
de igualdad.

La oferta de Centros públicos en los que, en los niveles obligatorios,
se asegure la enseñanza en valenciano está condicionada en la Ley
valenciana 4/1983 (art. 19) a «las posibilidades existentes» y no se ha
aducido la menor razón que autorice pensar que tales posibilidades
habrían permitido la multiplicación de Centros de este género, de
manera que la existencia de un sólo Centro en la ciudad de CasteIlón sea
producto de un ánimo discriminatorio. Pero es que, además de ello, no
ha sido la lengua, ni tampoco el lugar de residencia, sino tan sólo el
he¡;:ho de que el único Centro docente público en el que, dentro del
término municipal de Castellón, se imparte la Enseñanza General Básica

Sala Segunda. Sentencia 196/1989. de 27 de noviembre.
Recurso de amparo 1.474/1987, contra Sentencia del luz·
gado de Primera Instancia e 1nstrucóón de Puertollano,
dictada en recurso 'de apelación contra otra anterior del
Juzgado de Distrito de Almadén. Vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva debida a citación insuficiente.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Llorente, Presidente; don· Antonio Truyol Serra, don
Eugenio Díaz Eimil; don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don
José Luis de los Mozos y de los Mozos y don Alvaro Rodríguez Bereijo,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.474/87, interpuesto por el Procura­
dor de los Tribunales don Luis Pozas Granero, actuando en nombre y
representación de don Andrés Muruais Solé, contra la Sentencia del
Juzgaí:lo de Primera Instancia e Instrucción de PuertoHano (Ciudad
Real) de 28 de septiembre de 1988, dictada en rollo de apelación núm.
132/87, correspondiente al juicio de tallas núm. 41186 del Juzgado de

íntegramente en valenciano, esté alejado del «núcleo urbano» en el que
reside el alumno, la causa determinante de las consecuencias calificadas
de discrimi-natoriasen la demanda.

Esta aparece, poreUo, erigida en este punto sobre un término de
comparación que se revela inadecuado, ya que para'ser aceptable y dotar
de verosimilitud a la afirmación ·de que viola el principio de igualdad el
hecho de que, a· caUsa de la distancia a que, respecto del I~gar de
residencia del alumno, se encuentra el Centro docente públIco que
impate la enseñanza en la lengua preferida por sus pacres, se vean éstos
obligados a hacer uso a su cargo de determinados servicios, habría que
admitir como presupuesto del juicio de igualdad la'existencia de un
derecho a la igual distancia fisica de todos los Centros públicas respecto
de los lugares de residencia de los alumnos, pues sólo así podría idearse
la hipótesis de que. la exigencia de igualdad pudiese resultar quebrantada
y la prohibición de discriminación transgredida, si a consecuencia de
una determinada opción lingüística bubiese de formalizarse la matrícula
del alumno en un Cel)tro no equidistante de su residencia. Obvio es, sin
embargo, que tal derecho a la equidistancia de los Centros públicos
respecto de la residencia de Jos alumnos carece, acaso por imposible, de
reconocimiento alguno.' ..' '. .

El recurrente ha ejercitado su preferencia lingüística, y a su dISposi­
ción ha tenido para hacerlo los medios de instrucción existentes,cuYQ
disfrute en modo al~uno hasioo·inquietado por la Administración de la
Comunidad ValenCIana. Por el hecho de que en el momento en que
dicha preferencia se ejerce sólo exista un Centro docente público en-el
que pueda ser atendida y que.dicho Centro esté., respecto del domicilio
del alumno, más alejado que otros que, sin embargo, no se avienen a su
demanda lingüística,- no puede entenderse vulnerado el derecho funda­
mental a la educación~_sin que pueda pretender el actor. estar asistido,
desde el arto 27 de la Constitución, del derecho a hacer valer en cualquier
Centro Aocentepúblico su preferencia por el valenciano como ·Iengua
educativa para su hijo, con la t;:orreIativa carga para los po;deres públicos
de crear o habilitar cuaritos Centros sean neceSarios para que la
proximidad en la que el Centro docente debe encontrarse respecto del
domicilio del·alumno no experimente alteración alguna en razón de las
preferencias Hgüísticas de los padres, hasta el punto de que de no
cumplir con esta obligación les sería imputable la violación del derecho
fundamental a la educación. Una y otra pretensión resultan, por .Ias
razones expuestas, insostenibles y no pueden, eli consecuencia~ ser
acogidas por este Tribunal.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintisiete de noviembre de mil novecientos
ochenta y nueve.-Francisco Rubio Llorente.-Antonio Truyol
Serra.-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo­
Ferrer.-José Luis de los· Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez
Bereijo.-Firmados y rubricados.

Distrito de Almadén (Ciudad Real). Ha comparecido el Ministerio
Fiscal, siendo Ponente el Presidente de la Sala don Francisco Rubio
Llorentc.

1. Antecedentes

1. El día 13 de noviembre de 1987 tuvo entrada en el Registro
General de este Tribunal un escrito, presentado en el Juzgado de
Guardia el día I1 anterior, por virtud del cual el Procurador de los
Tribunales don Luis Pozas Granero, actuando en nombre y representa­
ción de don Andrés' Muruais Solé, interpuso recurso de amparo contra
la Sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción
de Puertollano (Ciudad Real) 'el día 28 de septiembre de 1987, en
resolución, del recurso· de apelación .interpuesto contra, la Sentencia
dictada por el Juzgado de Distrito de Almadén (Ciudad Real) en el juicio
de faltas 41/86.

2. Los hechos en que se funda la demanda de amparo son, en
síntesis, los siguientes:

a) El día 23 de mayo de 1985, la niña Adela Castellanos Almen­
dTOte, de 3 años de edad, faUeció al caer en una alcantañlla, que se
encontraba en las inmediaciones de SQ domicilio sin, protección alguna,
en el preciso momento en que un «golpe de agua»· discurría por la
misma, siendo arrastrada hacia el interior de la misma.
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b) Como consecuencia del anterior hecho se incoaron las oportunas
diligencias previas por'el Juzgado de Primera Instancia e Instrucción de
Puertollano. Tramitadas, las diligencias fueron remitidas al Juzgado de
Distrito de Almadén a 'fin de que por el mismo se celebrara el
correspondiente juicio de faltas. ' '

e) Tras un primer intento de celebrar el juicio, en el segundo que
se llevó a efecto, el Ministerio Fiscal solicitó la suspensión a fin de que
se requiriera a don Andrés Muruais «para 'que manifieste si en la época
en, que ocurrió el accidente estaba realizando las obras por cuenta de
Mmas de Almadén», a 10 -que accedió el Juez de Distrito.

d) Acto.seguido-el Juez acordó librar oficio a la Compañía «Minas
d~ Almadén yArrayanes, S. A.»; a fin de que facilitara al Juzgado, entre
otros extremos, eJ. domicilio de don Andrés Muruais, a lo que se le
contestó por la citada Entidad que ignoraba su residencia, domicilio o
destino al causar baja voluntaria en la Empresa, por lo que se decidió
señalar fecha para'la celebración del juicio; citándose al hoy demandante
de amparo mediante. cédula publicada en el «Boletín Oficial» de la
provincia de Ciudad Real. .

e) En la fecha señalada ·se celebró el juicio sin ,que compareciera
don Andrés Muruais Solé, dictándose Sentencia absolutoria el día 30 de
marzo de 1987, la cual le fue notificada por'el mismo procedimiento por
el que se le citó.

t) La referida SentenCia fue recurrida en apelación, por el padre de
la niña falleci~, siendo, emplazado. el- señor Muruais' para ante el
Juzgado, de 'PrimeFa Instancia e Instrucción de PuertoUano mediante
cédula publicada en el ~Boletln Oficial» de la provincia de· Ciudad Real,
pese a lo cual no'comparec1ó en la· alzada:

g) I:a vista del .r~rso de apelación fue, consecuentemente, cele­
brad:a. sm la preSeI)CIa del hoy recurrente, dictándose, en 28 de
~ptIembre de 1987; Sentencia pOr la que se le condenó como coautor,
Junto con don' José María Diez del Corral Martínez, de una falta
tipificada en el arto 586.3.° del Código Penal a las penas de 15.000
pesetas de multa, con ocho días dé arresto. sustitutorio ~n caso de
Impago, y reprensión privada, debiendo indemnizar solidariamente con
el otro condenado, en conceptd qe responsabilidad civil, a los familiares
de la víctima en 4.000.000 de pesetas, más los gastos originados como
consecuencia del sepelio de la misma.

3. .~ar3; f~I1:damen~~ su pretens~ón el, recutrentealega Que la
resoluclOn JudiCial que lm'p~n.a ha I~cu~do. en vul~eración de su
der~cho a .~btener la tutela JudiCial efectiVa SIn IndefenSIón y, por ende,
en InfraCClOn del arto 24.1 de la Constitución.

.Argumenta .Q.ue n,? tuvo en ningún momento participación o parte
actIya en I~s dIlIgenCIas qu~ diero'!1 lugar a la Sentencia Que impugna;
habiendo Sldo condenado SIn ser Informado 'de la acusación contra él
dirigida.

Solicita del Tribunal~ ~onstitucional dicte Se.ntencia por la que,
otorgando el amparo -solICitado, se declare la nulidad de la Sentencia
impugnada y se retrotraigan. las actuaciones al trámite de iriformación de
la acusación o; en todo caso, al,puntoQ momento en el que, 'de cualquier
forma~ queden garantizados sus derechos constitucionales.

Mediante otrosÍsolicitó la suspenSión de la ejecución de la Sentencia
recurrida en amparo.

4. Mediante providencia de 13 de enero de 1·988 la Sección
Se~ü;nda .de .e~te Tribunal !1cordó' ,poncr: de 'manifiesto al re'c':!rrente y al
MlnIsteno Fiscal la poSIble eXistenCia de la causa' de madmisióh
regulada en el arto 50.2 b) [hoy, en virtud de la reforma operada por la
Ley Orgánica 6/1988, 50.1 e)], de la Ley Orgánica del Tribunal
~o~tItuclOnal,por cuanto. la demanda pudiera carecer de contenido que
Justificase una decisión so.bre.el fon~p_de la m~sm.a. Vistas"las.alegacio­
nes que a tal efecto expusIeron. el MImsterio Fiscal y el demandante de
a~~ro, por providencia de 29 de febrero de 1988 se deddió admitir a
tramIte la demanda de amparo. '

Como consecuenc~a ~~I ante~or: pronunciamiento, se abrió pieza
separada para la tramItaclOodell.DcI<!ente desuspeO:sión suscitadd 'por
el recurrente, el cual fue resueltó 'medlanle Auto de 25 de abril de 1988
por· el cual seacordósuspeDder lareje(:ución' 'de la 'Sentencia en l~'
refen;nte a la pen~ de reprensiónprivadayal J>8lIode las responsabilida"
~s CIViles, no asI, por el contrano, :en·w queatai:e a ta.penade ·multa
Impuesta. .

5. ,Admi~i~ a trámite la· demanda de 'amparo, en la provid.encia en
que as! se decidlO, se.acordó recabar del J..zgadode Distrito de Almadén
y del de Primera.Instancia'e·lnstrncciÓft de P~allOla.remisiónde
I~s actuaciones y. del, primero· ·eI.emplazamiento de. quienes .hubieran
SIdo parte "n.1$ millltt$, con exclusión deI·demandante de ampare y de
qUienes Q.wsleran coadyuvar con éste o fonnul.ar.cualqujerimp\lgnación
y les hubiera transcurrido el plazo que la Ley Orgánica de este Tribunal
establece ,para recurrir. '

6. P,?rescrito presehtado el día 15 de abril de 1988, el Procurador
de los ~nbl:l!1ales don Mat;tuel Lant~ares Larre, act~ancl0 en nombre y
repres.entaclOn de don Jose María Diez del Cortal Martínez, solicitó se
le tuvler~ por personaqo en la representación que acreditaba, por lo que,
por provldencl~de S de mayo de 1988, se acordó tenerle por personado
y parte, ordenandose se entendieran con él las sucesivas diligencias.

En la indicada providencia, una vez recibidas las actuaciones
reclamadas a los Juzgados mencionados, se acordó dar vista de las
actuaciones a las partes personadas y al Ministerio Fiscal para Que en el
plazo común de veinte días, formularan las alegaciones que tuvieran por
convenientes.

7. Dentro del plazo concedido en la providencia citada en último
término, el Ministerio Fiscal ha solicitado del Tribunal Constitucional
dicte Sentencia otorgando el amparo solicitado.

Para fundamentar,tal pedimento argumenta que el caso enjuiciado se
trata de un supuesto límite. De una parte~ los órganos judiciales dieron
cumplimiento a las formalidades establecidas por la Ley de Enjuicia­
miento Criminal para la citación de personas en paradero desconocido,
lo que, en principio, llevaría i la irrelevancia del hecho de la ausencia
del acusado para Que el juicio ,de faltas'pudiera celebrarse. No obstante,
para el Ministerio Público tal solución se manifiesta como excesiva­
mente simplista, pues en el juicio de faltas rigen también los derechos
a ser informados de, la aGusación Yde defensa.. Siendo ello así, no puede
entenderse exento el juicio de faltas de la necesaria información de la
acusación, que haga posible el derecho de defensa e impida la situación
de indefensión del acusado, evitando la posibilidad de un proceso penal
inquisitivo.""'·

En el ca~odebatido,según el Fiscal ante el Tribunal Constitucional,
el acusado Ignoraba no Sólo la acusación formulada contra el mismo,
sino inel.uso la existencia del.pro~so mismo en el que se le, acusaba.
Unicamente tuvo conocimiento de su existencia cuando ya se había
pronuncia~ouna Sentencia ,firme que le condenaba por los hechos de los
que en nmgún momento tuvo oportunidad de defenderse: Resulta
eyidente, concluye su argumentación el 'Ministerio Fiscal, Que' tal
sItuación debe ser contraria a un sistema constitucional de derechos
fundamentales.y libertades públicas. La incompatibilidad, pues, de una
situación como la de autos con las garantías constitucionales se deduce
con claridad de la doctrina del Tribunal Constitucional. El problema
surge para el Ministerio Público cuando se trata de concretar cuál haya
sido el acto o la omisión de un órgano jurisdiccional que suponga el
origen inmediato y directo de la violación del derecho fundamental
alega~a, ~omo eXige el art; 44; l de la Ley Orgánica del Tribunal
ConstitucIOnal. En la demanda se afirma que la citación edictaldebió
insertarse en el ,«Bole,tín Oficial del Estado», y no sólo' en el. de la
provincia de Ciudad Real. Se trata de una facultad del órgano judicial,
Que desde luego parece que debió cumplirse, pues constaba el traslado
del acusado a un destino distinto de las Minas de Almadén, lugar en el
Que ocurrieron los hechos. No parece desproporcionado suponer que
verosímilmente estaría prestando sus servicios profesionales en otra
Entidad similar de cualquier punto del territorio .nacional. Por otra
parte, la indagación a través d~1 Colegio. Profesional del acusad.o, cuya
omisión se denuncia también en la demanda, podría haber sido otro
medio a t~vés del cual el órgano judicial podia haber a¡lotado la
mvesttgaclOn del paradero del acusado. Todo~ antes de· Juzgar -y
condenar- a una persona que carece de toda oportunidad de defenderse.

8. Por escrito presentado el día 3 .de junio de 1988, el demandante
de amparo se ratificó en 10 expuesto en el escrito de demanda y en el
de alegaciones del trámite de .aq.misióri, reiterando que la supuestél r~zón
de no haber sido oído en el procedimiento penal fue la de estar en
paradero desconocido. Pero ello; argumenta; no es cierto. Como-titulado
Ingeniero de ,Minas-prestó, sus servicios en «Minas de Almadén y
Arrayanes, S. A.»; para poder ejercer tal profesión es.público y notorio
que se precisa pertenecer al Colegio de Ingenieros de Minas. Pues bien,
ni -.el Colegio de Ingenieros de· Minas' del Centro, ni la Delegación del
mismo en Ciudad Real, ni el Consejo Superior de Colegios de Ingen·ieros

,·de Minas fueron consultados por el Juzgado de Distrito de Almadén, ni
por el Juzgado de Instrucción de Puertolláno sobre su domicilio. Ello le
ha producido una indefims-ión total, pues ha sido condenado sin tener
tan siquiera noticias de que iba a ,ser juzgado, por lo Que se ha
conculcado el art.' 24.-Lde la Constitución.

La -representacióllde don José María Díez del Corral Martínez no
presentó-escrito de alegadones alguno.

9.P", ..provUlenc,ia 4<:8 deJulio de 1989 se señaló para deliberación
yvolación.deI. preseJlte recurso el dia 16 de oclubresiguiente, habién­
doseterrnmado la referida delIberación y 'votación el día 23 de
noviembre.

II. FUDciamentos juridicos

1: L06 hechos que dan <?rigen ~ia presente demanda de amparo
SUSCItan, al~en?s, dps-"cuestlOnes distintas cuyo-- análisis llevaremos a
abo en lo~ ~lg~l1entes'fundamentos. La primero. de ellas 'es,claro está,
la de la legItImIdad del emplazamiento edictal en el ámbito del proceso
pe~al ep. general o, más precisamente, la corrección del emplazamiento
edlctal en .el pr~~te caso; fa segunda, la de las consecuencias que del
emplazamIento edICtal. debieran extraerse dado Que pese al mismo no ;
compareció el emplazado. "

. 2. El der~cho a la tutela judicial efectiva de los propios derechos e
mtereses legítimos sin que en ningún caso pueda producirse indefensión
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(art. 24.1 C. E.) impide, como es obvio, que nadie pueda ser afectado en
su CÍrculo de derechos e intereses legítimos por una decisión judicial
producida al término o en el curso de un proceso en el que no se le ha
dado ocasión de ser parte; de ser parte al menos, en aquellos incidentes
o trámites de los que razonablemente cabía esperar tal afectación.

Esta doctrina, aplicable a todo tipo de procesos, ha de ser matizada,
para reforzarla aún más, en lo que toca al proceso penal, en cualquiera
de sus variantes, cuando se trata de la CItación o emplazamiento de
aquél contra quien se dirige la acción, pues en este caso, al derecho
fundamental a no verse colocado en situación de indefensión viene a
sumarse el derecho, también constitucionalmente garantizado que todos
tienen, a ser informados de la acusación formulada en su contra.

Es por esto por lo que la citación o emplazamiento mediante edictos,
como procedimiento en el que la recepción por el interesado del
llamamiento judicial no puede ser demostrada, ha de entenderse
necesariamente como un último recurso al que sólo cabe acudir cuando
efectivamente su domicilio o paradero no fuera conocido. Para que tal
circunstancia pueda apreciarse no basta, sin embargo, con que los datos
pertinentes no figuren e.n las actuaciones o no puedan encontrarse
mediante la realización de algunas diligencias elementales. La interpreta­
ción conforme a la Constitución de 10 dispuesto en el arto 178 de la Ley
de Enjuiciamiento Criminal, e incluso la interpretación dt~ acuerdo con
la realidad social de nuestro tiempo, atendido su espíritu y finalidad,
exigen que antes de acudir a esa defectuosa vía se utilicen los medios que
razonablemente, dada la organización actual de nuestra sociedad, ha de
permitir la citación o emplazamiento directos, aunque, como también es
evidente, la duración de estas pesquisas no habrá de ser llevada más allá
de lo que la prudencia judicial estime necesario, atendidas, de una parte,
la trascendencia que para el proceso tenga la comparecencia del llamado
y, de la otra, el interés general en la rápida administración de la justicia
y el particular de los pcljudicados por el delito o falta.

No se ha acomodado a esta interpretación del art. 178 L.E.Crim. la
actuación del Juez de Distrito de Almadén, quien limitó sus avcriguado~

nes a una comunicación dirigida a la Compañia «Minas de Almadén y
Arrayanes, S, A.», tras cuya respuesta y sin intentar sacar fruto alguno
de las indicaciones que en ella se contenían (señaladamente de la
precisión relativa a la profesión del hoy recurrente señor Muruais)
dispuso la citación mediante edictos publicados súlo en el (~Boletin

Oficiah> de la provincia de Ciudad Real, conducto que igualmente
utilizó, tras la celebración del juicio, para emplazarle a la apelación y
notificarle la Sentencia.

Al proceder asi, el Juzgado de Distrito incurrió en una infracción de
la norma procesal qUl' ha colocado al recurrente en situación de
indefensión, lesionando con ello el derecho que garantiza el art. 24.1 de
nuestra Constitución.

3. Sentado lo anterior y fundamentada ya con ello la concesión del
amparo, es necesario, sin embargo, proseguir nuestro análisis para
determinar, según ya dijimos en el primero de estos fundamentos, cuáles
son I;.ls conse¡;ucnóas que de la falt~l de I.:omparecencia del emplnzado
para edictos hubieran de extraerse en el presente caso.

Dado que la citación edictal, si correctamente hecha, una vez
agotadas las posibilidades razonables de localización del citado, ha J ...:
st'r considerada como citación efectuada con las formalidades prescritas
en la Lt'y, c1tenor literal del precepto contenido en el art. 971 de la Le~

de Enjuiciamiento Criminal parece autoriz~lr el juicio dirigido contra el
citado mediante cdictos, sin restricción alguna, aunque salvando la
posibilidad de que el Juez suspenda su celebración cuando considere
nt'cesaria la declaración del ausente o rebelde. Entendido así. este
preCl.:pto resultaría, sin embargo, incompatible con la Constitución y, en
particular con el derecho, que ésta garantiza al acusado de conocer la
acusación que contra él se dirige. No sólo se trata. en decto. de que,
como hemos afirmado reiteradamente (SSTC 163/1986, 57/1987,
240jl988 y 53/1989), el juicio de faltas haya de entenderse articulado
sobre el principio acusatorio, sino de que nadie puede ser condenado por
un ilícito sin haberle hecho saber antes que se le considera responsable
del mismo.

Esta contradicción prima Jade existente entre el tenor literal del
precepto procesal y el derecho fundamental a que nos referimos no
implica, sin embargo, la inconstitucionalidad de aquél. Aunque, como es
obvio, las exigencias que se derivan de la Constitución aconsejan, como
ya observamos en alguna otra ocasión (STC 54/1985), la reforma de
nuestro juicio de faltas, no es indispensable acudir, para respetar tales
exigencias, a la declaración de inconstitucionalidad del precepto. cuya
vigencia puede mantenerse merced a la salvedad mediante la que otorga
al Juez la posibilidad de suspender la celebración del juicio, (~cuando

estime necesaria la declaración del presunto responsable, pues es
evidente que el Juez ha de considerar que tal declaración es indispensa­
ble cuando, habiéndose hecho la citación a través de edictos, la
comparecencia personal (o al menos la certidumbre de que ésta habría
sido posible) es el único medio que permite afirmar con certeza que fue
informado, al menos en lo esencial, de la acusación contra él dirigida».
Todo ello, claro está, sin men~ua de la posibilidad de que el Juez ofrezca

a los perjudicados por la falta el eJercicio de las acciones civiles, una
posibilidad que ya ha sido acogida por el legislador en la reforma Jc
otros tipos procesales.

En el presente caso, el Juzgado de Distrito intentó conciliar la
celebración del juicio de faltas con el respeto a los derechos fundamenta­
les del recurrente absolviéndolo de toda culpa, ~(ya que no se le ha oído
declaración por ser desconocido su paradero», en tanto que el Juzgado·
de Instrucción, consciente quizá de que con ese modo de proceder se
salvaba el derecho fundamental del recurrente a expensas del derecho de
la acusación privada a una tutela judicial efectiva, decidió operar a partir
de una interpretación puramente literal y, como queda dicho. constitu­
cionalmente inaceptable, del art. 971 L.E.Crim. y condenar al sClior
Muruais, pese a no existir indicio alguno de que éste conociese la
acusación contra él dirigida.

Ambos modos de proceder son constitucionalmente incorrectos y. en
consecuencia, aunque la demanda de amparo se dirige sólo contra la
Sentencia dictada en apelación, y bastaría con anularla para reparar la
lesión sufrida en su derecho fundamental por el recurrente, ello se haria
a expensas del derecho ala tutela judicial efectiva de la acusación
privada, a la que no consta se le hiciera ofrecimiento alguno de accián
civiL

4. Razonada la procedencia de estimar el amparo, sólo queda por
determinar, en cumplimiento del arto 55.1 c) de la LOTe, cuál es la
medida que corresponde adoptar para restablecer al demandante en la
integridad de su derecho fundamental. A tal fin, es obligado partir de la
consideración de que la Sentencia recurrida, además de condenar al
solicitante de amparo, condena a otra persona como autor de la misma
falta, y que respecto de esta ultima la Sentencia ha adquirido firmeza.
En atención a ello, si acordásemos la nulidad total de la Sentencia
impugnada, no sólo excederíamos del ámbito de este recurso de amp<lro,
a través del cual el recurrente no pretende ni put'de pretcnder otm cosa
que remediar la violación de su propio derecho fundamental. sino que
privaríamos al beneficiado por la condena ti¡me, de su deredlO
fundamental a que ésta se ejecute, especialmente en relación con la
reparación indemnizatoria que en la misma se le reconoce.

Debe, por ello, estimarse que la medida adecuada para restablet:cr al
demandante en su derecho fundamental es la de acordar la nulidad ¡Je
su condena y, teniendo en cuenta que ya es conocido por el mismo la
existencia de un proceso penal contra él dirigido -como así acredila la
interposición de este rt'curso dc amparo-, retrotraer las actuaciones
judiciales al momento de la citación a nucvo juicio a ¡in de que rl'alizada
la misma en forma k'gal y constitucionalmente ¡ldecuada. se procnla a
su celebración, en d;:puración de las n:sponsahilidadcs en que plldic'ic
haber incurrido, con observancia de todas las garantias de defensa que
al recurrente correspondan, sin que a dicha medida puedan oponerse
clicazmcnte objecioncs en relación con la continl'ncia de la l:auS<! o la
responsabilidad solidaria a que se condena al otro acusado, puesto que,
respecto a la primera, no puede afirmarse que no existan elementos
suficientes para juzgar al dl'mandante con independencia, y, a la
segunda, es de considerar que los problemas (¡lIt' plantee dicha solidari­
dad corresponde rl:solverlos al órgano judicial en fase de cjccllciún y
dentro de un ámbito de legalidad ordinaria l':lrcnh' dI: tr:.lscendcncia
constitucional.

FALLO

En atención a lo expuesto. t'l Tribunal Constitucional. f'OI< LA

Al: rORIDAD QUE LE CONFIERE LA ("ONSTITllClÓN nI'. LA NACIÓN
ESf'ANOLA.

Ha lkcioldo

Otorgar el amparo solicitado y. en consecuencia,

l.u Declarar la nulidad pan:ial de la Sentencia de 28 de septielllhre
Jc 1987, dictada por el Juzgado dI.' Primera Instancia e Inslrlll.:ciún de
Puertollano (Ciudad Real), en el rollo de apdación 13~/87, correspon­
diente al juicio de faltas núm. 41/86 del Juzgado de Distrito de
Almadén, y de la Sentencia dictada en éste con fecha 30 de mar.lO de
1987, la primera de las citadas en cuanto condena al rel;urrentl: y la
segunda en cuanto lo absuelve.

2.° Restablecer al recurrente en la integridad de su derecho a
obtener la tutela judicial efectiva sin indefensión, para lo cual dcbenin
retrotraerse las actuaciones al momento en que debió, tras la debida
averiguación de su domicilio, ser citado personalmente para la celebra­
ción del juicio de faltas ante el Juez de Distrito.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Est<Jdo>~.

Dada en Madrid, a veintisiete de noviembre de mil novecientos
ochenta y nueve.-Francisco Rubio L1orente.-Antonio Truyol
Serra,-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel Rodríguez-Piñero y Aravo­
Ferrer.-José Luis de los Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez.,
Bereijo.-Firmados y rubricados. •


